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    RESUMEN DEL TRABAJO Y PALABRAS CLAVE


     


    El presente trabajo aborda la descripción y análisis de la diligencia de entrada y registro en nuestro país con relación a la los derechos humanos y derechos fundamentales, tomando en consideración que la inviolabilidad del domicilio es un derecho fundamental que cede ante el interés general al permitirse la vía investigadora al juez mediante la diligencia de entrada y registro practicada conforme a lo establecido en la Constitución y la Ley de Enjuiciamiento Criminal y se plantea la cuestión de si para llevarla a cabo se cumplen realmente todas las garantías procesalmente establecidas.


    Para comenzar, se realiza una aproximación teórica a para conocer la diligencia de entrada y registro en nuestro marco legislativo actual, a la vez que se formula una explicación del concepto de entrada y registro y de lo que se ha de entender por “domicilio”. Se hace una revisión teórica sobre los derechos fundamentales de los integrantes del domicilio ya sean familiares o compañeros de vivienda, que se ven, directa o indirectamente, afectados por la ejecución de la orden judicial de entrada y registro, estableciendo los factores que inciden en la posible vulneración de derechos. Posteriormente, se realiza una formulación del problema a través de una metodología con los siguientes objetivos: Analizar la forma de control existente de la ejecución de la orden de entrada y registro , realizar una revisión bibliográfica y jurisdiccional sobre la orden de entrada y registro , evaluando (en la medida de lo posible) el método y efectividad de la normativa actual y un estudio de la jurisprudencia al efecto, identificar la forma de control existente sobre la ejecución y la salvaguarda de los derechos fundamentales y de los derechos humanos y describir el proceso de coordinación e información existente entre la orden judicial y la Fiscalía. Asimismo, se ha hecho una referencia a la orden de entrada y registro en la Ley Orgánica de Seguridad Ciudadana 4/2015, de 30 de marzo y en la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.


    Tras la revisión e investigación de dichos objetivos, se establece una conclusión de la situación de la diligencia de entrada y registro así como algunas propuestas.


     


    SUMMARY: This paper describes and analyzes the entry and search diligently in our country with regard to human rights and fundamental rights, taking into consideration that the inviolability of the home is a fundamental right that yields to the general interest by allowing the researcher via the judge by input and practiced diligently registration as provided in the Constitution and the Criminal Procedure Act.

    To begin, a theoretical approach to meet the diligence of entry and search in our current legislative framework, as well as an explanation of the concept of entry and search and what is understood by “home” is formulated is performed. In addition, a theoretical review of the fundamental rights of the members of the home whether family or roommates, who are directly or indirectly affected by the execution of the warrant of entry and search, establishing the factors affecting the possible violation is rights. Subsequently, a formulation of the problem is done through a method with the following objectives: Analyze the existing form of control over the implementation of the order of entry and search, perform a literature and jurisdictional review of the order of entry and search, evaluating (if possible) the method and effectiveness of current legislation and a study of jurisprudence to the effect, identify the form of control over the implementation and protection of human rights and describe the process of coordination and information between the existing order court and the prosecution. It has also made a reference to the order of entry and search of the Citizen Security Law 4/2015 of 30 March and the Administrative Courts.

    After the review and investigation of these objectives, a conclusion found the situation is established of the diligence and record input as some proposals.
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    1. INTRODUCCIÓN


     


    1.1. OBJETIVO Y ESTRUCTURA DEL TRABAJO


     


    El presente trabajo hace un análisis completo y sintético de la diligencia u orden de entrada y registro desde una perspectiva que aborda, a su vez, el contexto en el que la misma se desarrolla. Para ello se pone especial interés en la incidencia que tiene la diligencia de entrada y registro en los derechos fundamentales de los implicados.


    Se aborda el derecho a la intimidad y la inviolabilidad del domicilio con respecto a la orden de entrada y registro realizando un estudio sobre la misma como límite a la inviolabilidad del domicilio tanto respecto al detenido, investigado1, a quién afecta directamente la misma, como una breve referencia respecto a las personas que puedan estar conviviendo con él y a quienes de forma colateral afecta la invasión de su privacidad en aras de la investigación criminal, así como se investigan aquellas hipotéticas irregularidades que podrían apreciarse durante la tramitación de la diligencia judicial que podrían afectar a derechos humanos . Por ello, en este trabajo, se realiza una labor de investigación a través de una revisión bibliográfica para procurar determinar la situación acontecida en la normativa y la jurisprudencia en lo referente a las diligencias de entrada y registro. El trabajo parte de una fundamentación teórica referenciada en la normativa básica existente, realizándose, al mismo tiempo, una revisión de la jurisprudencia existente sobre el tema.


    En cuanto a la originalidad del trabajo, pese a que hay numerosas publicaciones sobre la diligencia de entrada y registro, son pocos los estudios que se enfocan desde un punto de vista global como pretende hacer el presente trabajo y que han ofrecido la oportunidad no sólo de investigar sino también de aportar a lo largo del trabajo algunas consideraciones originales.


    Por lo que respecta a la estructura del trabajo, se ha procurado separar en capítulos los principales temas de reflexión, siempre que los conceptos en ellos contenidos presentaran cierto grado de autonomía con respecto a los otros. Y si bien, hay algún punto que habrá quien entienda, que puede englobarse dentro de un epígrafe más general, se ha considerado oportuno, en aras de una mayor claridad expositiva, su tratamiento individualizado.


    De este modo los puntos en los que se estructura el trabajo, tras esta breve introducción en la que también se indica la metodología empleada para la realización del mismo, son los siguientes:


    1) Comienza por el análisis conceptual de la diligencia de entrada y registro así como la naturaleza de la misma en cuanto a la inviolabilidad del domicilio objeto de la diligencia de entrada y registro y las garantías de orden constitucional.


    2) A continuación se aborda el concepto de domicilio como objeto de protección.


    3) Seguidamente se realiza un análisis de los requisitos de la diligencia de entrada y registro


    4) Tras poner en contexto el procedimiento de la diligencia de entrada y registro se procede a realizar un somero análisis (acorde en su extensión con la naturaleza del trabajo realizado) de la obtención de pruebas derivadas de la diligencia de entrada y registro y de las consecuencias jurídicas de la misma.


    5) Otro tema de estudio es la cuestión de cómo se trata la entrada y registro en la Ley de Seguridad Ciudadana 4/2005, de 30 de marzo.


    6) Finalmente el trabajo concluye realizando unas conclusiones y propuestas de reforma de la diligencia u orden de entrada y registro. Aquí se procura completar aquellas cuestiones que ya han sido tratadas con anterioridad a lo largo de esta investigación.


     


    1.2. METODOLOGIA


     


    La investigación llevada a cabo tiene como punto de partida el análisis de la diligencia de la orden de entrada y registro y su incidencia en la vulneración de derechos humanos y derechos fundamentales tanto del imputado/investigado de un delito como de las personas que convivan con él cuando se realiza en el domicilio habitual. Por lo que respecta a la metodología, como corresponde al objeto del trabajo y a la especialidad de Derechos Fundamentales en la que se encuadra se emplea una metodología jurídica, sin olvidar aportar cuando es conveniente una perspectiva social, puesto que en muchas ocasiones en el fondo de los temas jurídicos subyacen problemas sociales y políticos.2


    Así, siguiendo a BARTOLINI3 la expresión “metodología, se emplea en las ciencias sociales con diversos significados:


    1) Un primer significado sería el relativo a la teoría o filosofía del método científico, esto es, su interpretación, evaluación y justificación en referencia a otros métodos o consideraciones. 2) Otra posibilidad sería entender por metodología el estudio de técnicas específicas de investigación y de su lógica, así como de los instrumentos y operaciones necesarios para crear tales técnicas y para interpretar sus resultados.


    3) Una tercera acepción sería una posición intermedia entre las dos anteriores y que incluiría aquellos procedimientos lógicos que se refieren a la formulación de los problemas de investigación, la formación y el tratamiento de los conceptos, la elección de los casos y las variables y finalmente los procedimientos de control de los resultados


    Con respecto a la metodología jurídica pueden ser distinguidos4 (CRUZ PARCERO) los siguientes métodos:


    La identificación del objeto, la descripción de las normas, la sistematización del derecho, la definición, creación y utilización de conceptos, la elaboración y utilización de distinciones, clasificaciones y teorías, la inferencia de principios o fines subyacentes en el Derecho... En el presente trabajo, dada la especificidad de la materia objeto del mismo no se han enfocado todos los puntos desde una única perspectiva sino que se ha recurrido a una o varias de los métodos indicados según se ha considerado más oportuno para la concreta exposición de cada uno de los puntos objeto de estudio.


    El método empleado en este trabajo ha sido el método científico jurídico. Debido a que constituye los pasos a seguir de manera metódica y científica, facilitando un mejor entendimiento del estudio y una mayor facilidad en el desarrollo de la investigación oportuna.


    Según Ortiz y García (2005:53-55)5 el método científico es “aquél constituido por un conjunto de normas, las cuales sirven como patrones que deben ser satisfechos si alguna investigación es estimada como investigación responsablemente dirigida cuyas conclusiones merecen confianza racional”.


    Por otro lado las Técnicas de metodología de investigación utilizadas han sido analítica, sintética, comparativa, y bibliográfica,


     


    Técnica de Investigación Bibliográfica: Se ha realizado un análisis de la orden de entrada y registro. Recopilando y seleccionando documentos e información literaria que tienen relación sobre la mismos; tales como libros, revistas, publicaciones, artículos de la constitución, artículos de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, decretos BOE , así como cualquier documento que proporcionó la información necesaria y de los que se ha seleccionado datos o evidencias para poder expresar el punto de vista de la naturaleza del objetivo de la investigación. Para ello se han revisado:


     


    - Fuentes Documentales Primarias: Compuestas por normativa, doctrina y jurisprudencia, que han proporcionado información necesaria para la realización del trabajo.


     


    - Fuentes Documentales Secundarias: Donde se encuentran información primaria resumida y renovada que, a su vez, hace más sencillo y rápido acceder a los contenidos de la Fuentes Documentales Primarias.


     


    El objetivo general de la investigación ha consistido en analizar la forma de control existente en la ejecución de la diligencia de entrada y registro.


    Como objetivos específicos:


    - Objetivo 1: Realizar una revisión bibliográfica y jurisprudencial sobre la orden de entrada y registro.


    - Objetivo 2: Identificar la forma de control existente en el procedimiento de ejecución de la orden de entrada y registro.


    - Objetivo 3: Describir el proceso de realización de la diligencia de entrada y registro y de los diversos agentes intervinientes en la misma.


     


     


     


     


    
      
        1. La cualidad de investigado –término que es introducido con ocasión de la reforma operada por LO 13/2015, de 5 de octubre de modificación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, en referencia al anterior imputado durante la fase de instrucción-, señala la Sentencia del Tribunal Supremo (STS) de 5 de mayo de 1997 la Sentencia del Tribunal Supremo (STS) de 5 de mayo de 1997, que:


        “La Ley 53/1978 de 4 de Diciembre (modificación de la LECrim ), que varió los textos de los arts. 118 y 302, LECrim , alteró radicalmente el sistema anterior, haciendo contradictoria la instrucción, por regla general, desde su inicio, de modo que aquel derecho que sólo podía tener el sujeto pasivo de la causa desde su procesamiento, inculpación o encartamiento, incluso sometido al criterio discrecional del Juez, lo tiene ahora desde que se produce la admisión de la denuncia o querella o desde que existe cualquier actuación procesal de la que resulta la imputación de un delito contra persona o personas determinadas. Nace así, en el Derecho procesal penal, en garantía del sujeto pasivo, el concepto de imputación, que la jurisprudencia constitucional ha precisado en el sentido de que ha de haber al respecto una actuación del órgano jurisdiccional encargado de la instrucción, pues, de lo contrario, las partes acusadoras, públicas o privadas, serían enteramente dueñas de dirigir la acusación contra cualquier ciudadano, confundiéndose el principio acusatorio con el dispositivo consustancial merma de las garantías de defensa, permitiéndose, en definitiva, que personas inocentes pudieran verse innecesariamente sometidas a la “penalidad” de la publicidad del juicio oral. Ha de haber un filtro judicial para la adquisición de la cualidad de sujeto pasivo del proceso penal en el momento en que aparece por primera vez implicada una persona determinada como posible responsable criminal. A la denuncia, querella u otra actuación procesal de la que resulte la imputación de un delito ha de acompañar alguna resolución judicial que confiera oficialmente tal carácter al sujeto contra el que se dirigen. La admisión a trámite de la denuncia o querella, o simplemente la citación para declarar en calidad de posibles responsables por algún delito, cuando los cargos aparecen en cualquier otra diligencia, sirven para conferir esa cualidad de imputado judicial, lo que desde ese momento obliga al instructor a que ello sea puesto inmediatamente en conocimiento de la persona contra la que se dirige”.
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    2. LA DILIGENCIA U ORDEN DE ENTRADA Y REGISTRO


     


    El artículo 1.1 de la Constitución española de 1978 indica que España se constituye en un Estado social y democrático de derecho, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico la libertad, la justicia, la igualdad y el pluralismo político. Nos encontramos pues ante un momento en el que el Estado debe asumir y , por tanto, se obliga a conseguir para el ciudadano unos determinados ámbitos de bienestar y seguridad.


    En la tarea de descubrir todo lo relativo al hecho punible y a la persona de su autor, en ocasiones es necesario realizar actuaciones que afectan a derechos fundamentales de los sospechosos, de los imputados/investigados o de terceros. En estos casos se produce un conflicto entre dos valores de gran importancia en una sociedad democrática y en un Estado de Derecho: por un lado, la necesidad de proteger la seguridad ciudadana y el orden social, asegurando la eficacia en la lucha contra la delincuencia y el buen fin del proceso penal; y por otro, la imprescindible protección de los derechos y libertades de los ciudadanos, especialmente frente a los posibles abusos del poder gubernativo6.


    7 El concepto de “restricción de los Derechos Fundamentales” presenta una extraordinaria utilidad para el campo del Derecho Procesal. Esta circunstancia se pone de relieve a la hora de precisar las exigencias constitucionales que han de cumplir aquellos actos procesales que inciden sobre derechos fundamentales para alcanzar la eficacia procesal que persiguen cual es el caso de la entrada y registro domiciliario8. Actuación, para cuya adopción por parte del órgano jurisdiccional competente, orientada a la consecución de los fines propios del proceso penal, por el hecho de incidir sobre derechos fundamentales, y dado que pueden constituir restricciones o limitaciones de derechos fundamentales ha de estar sometida al más estricto cumplimiento de las exigencias constitucionales que dicha calificación conlleva. Y ello por cuanto, un límite de un derecho fundamental, sea cual sea su naturaleza, es siempre la negación en último término de la garantía iusfundamental a una de las posibles conductas que cabría encuadrar en el objeto del derecho fundamental. Por consiguiente un límite, al tiempo que priva de protección constitucional a una específica expectativa de conducta objeto inicialmente de un derecho fundamental, permite, precisamente por esa exclusión, el ejercicio de poder público sobre ella o el ámbito en el que la misma se desenvuelve9. Para VILLAVERDE MENDEZ, son tres los elementos que definen técnicamente a un límite de un derecho fundamental: su carácter externo, su proyección sobre el objeto del derecho fundamental y la necesidad de que la propia Constitución habilite al poder público para limitar derechos fundamentales.


    El proceso penal es el instrumento para el ejercicio del “ius puniendi” del Estado y, en consecuencia, supone una actividad, especialmente en la fase de instrucción, que puede incidir en toda una serie de derechos fundamentales susceptibles de amparo constitucional10. Dado que los derechos fundamentales de las personas no son absolutos, sino que son susceptibles de limitarse cuando así lo exija el bien común, en los países democráticos se ha resuelto el problema de posible vulneración de derechos mediante la intervención del Poder Judicial11


    La STC 22/2003 ha señalado que, desde la STC 22/1984, de 17 de febrero, FJ2, se ha afirmado que la protección constitucional del domicilio es <<una protección de carácter instrumental, que defiende los ámbitos en que se desarrolla la vida privada de la persona>>. Aunque el objeto de protección de la inviolabilidad domiciliar no es solo un espacio físico, en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de emanación de una persona y de su esfera privada ( SSTC 22/1984, de 17 de febrero ; 69/1999, de 26 de abril; 119/2001, de 24 de mayo; 10/2002, de 17 de enero) también reconocido a las personas jurídicas ( STC 137/1985) de las que no cabe afirmar que posean intimidad personal y familiar (ATC 257/1985, de 17 de abril)


     


    La protección constitucional del domicilio recogida en el art 18.2 CE se concreta en dos reglas distintas. La primera define su “inviolabilidad”, que constituye un auténtico derecho fundamental de la persona, establecido como garantía de que el ámbito de privacidad, dentro del espacio limitado que la propia persona elige, resulte “exento de” o “inmune a” cualquier tipo de invasión o agresión exterior de otras personas o de la autoridad pública, incluidas las que puedan realizarse sin penetración física en el mismo, sino por medio de aparatos mecánicos, electrónicos u otros análogos. La segunda regla, que supone una aplicación concreta de la primera, establece la interdicción de la entrada y el registro domiciliar disponiéndose que, fuera de los casos de flagrante delito, sólo son constitucionalmente legítimos la entrada o el registro efectuados con consentimiento de su titular o al amparo de una resolución judicial (SSTC 22/1984, de 17 de febrero, FJ 3 y 5; 10/2002, de 17 de enero, FJ 5). De modo que este derecho tiene un contenido fundamentalmente negativo: lo que se garantiza, ante todo, es la facultad del titular de excluir a otros a ese ámbito espacial reservado, de impedir o prohibir la entrada o la permanencia en él de cualquier persona y, específicamente, de la autoridad pública para la práctica de un registro.12


    La LO 1/1982, de 5 de mayo, de protección civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen dispone en su art. 8.1 a tales efectos que no se reputarán, con carácter general, intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por la Autoridad competente de acuerdo con la ley. Puede, en definitiva afirmarse que no existe en nuestro ordenamiento exclusividad jurisdiccional para la adopción de medidas limitativas del derecho a la intimidad13.


     


    2.1. CONCEPTO


     


    El artículo 18 Constitución (CE) proclama una serie de derechos cuyo denominador común es la protección de la vida privada, en la que los demás no pueden inmiscuirse sin el consentimiento del titular de la privacidad, que de entrada es concepto jurídico de imprecisos contornos, porque el aspecto privado de la vida depende con frecuencia de elementos subjetivos (la voluntad del individuo en reservarse un ámbito de privacidad), y objetivos (relevancia o trascendencia social por la posición que en cada momento ocupa la persona). Una cosa es la intimidad personal que como dice el Tribunal Constitucional, implica la existencia de un ámbito propio y reservado frente a la acción y conocimiento de los demás, necesario según las pautas de nuestra cultura para mantener una calidad mínima de la vida humana, y otra la inviolabilidad del domicilio y el secreto de las comunicaciones (art 18.2 y 3 CE) , que en opinión de algún sector doctrinal constituyen espacios o ámbitos de intangibilidad formal, que se protegen de las injerencias antijurídicas normalmente provenientes del poder público, en sí mismos y sin consideración al contenido material de lo que se guarde en el domicilio o del carácter secreto o confidencial del mensaje que se transmite por la vía postal, telefónica o asimiladas.14 Una de las diligencias policiales de investigación que más información suelen aportar a la instrucción de las causas penales es la entrada y registro de domicilios. Regulada en los artículos 545 a 578 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ha sido objeto de un amplio tratamiento jurisprudencial, especialmente tras el reconocimiento constitucional del derecho fundamental a la intimidad domiciliaria. El proceso penal es el instrumento, pues, para el ejercicio del “ius puniendi” del Estado y, en consecuencia, supone una actividad, especialmente en la fase de instrucción, que puede incidir en toda una serie de derechos fundamentales susceptibles de amparo constitucional entre los que se encuentran la intimidad la inviolabilidad del domicilio. Con respecto a la afectación de los derechos a la intimidad y a la inviolabilidad del domicilio, especialmente en el período de instrucción, el fundamento de la diligencia u orden de entrada y registro la encontramos en la causa del delito, de ahí que la restricción al derecho a la inviolabilidad del domicilio deviene indispensable para los fines de persecución e investigación de los delitos. Por ello, la fundamentación se sitúa entre el deber de perseguir el delito de forma eficaz y el deber de asegurar la intimidad e inviolabilidad del domicilio.


    Se trata de dos derechos fundamentales distintos, y no necesariamente relacionados, aunque se encuentren mencionados ambos en el artículo 18. 1 y 2 de la Constitución, intimidad de la persona e inviolabilidad del domicilio. En efecto, el derecho a la intimidad es predicable únicamente de las personas físicas, mientras que la titularidad del derecho a la inviolabilidad del domicilio se atribuye tanto a las personas físicas como jurídicas, por lo que no se puede afirmar que, en todo caso, este último derecho fundamental esté relacionado con la intimidad; de hecho, en nuestras Constituciones históricas estaba relacionado más bien con la seguridad y libertad personales; ello no es obstáculo para que, con relación al domicilio de las personas físicas, sea constante la referencia al lugar donde se desenvuelve la vida íntima15.


    Puede definirse la diligencia de entrada y registro como aquella resolución judicial por la que se restringe el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio con objeto de practicar la detención del investigado o asegurar el cuerpo del delito. Con la denominación de entrada y registro se alude a dos actos diferentes, el primero de los cuales no siempre implica el segundo, la entrada puede tener por objeto únicamente la detención de una persona y agotarse con ella, y la diligencia de registro supone, en cambio, la entrada. De todos los derechos de la personalidad el que más se relaciona con el derecho a la intimidad es el derecho a la inviolabilidad del domicilio, cuya limitación queda sometida al principio de reserva o de exclusividad jurisdiccional, ya que, de conformidad con el tenor literal del art 18 CE, y excepción hecha del supuesto de flagrante delito, sólo puede ser restringido su ejercicio mediante resolución judicial.16


    La diligencia de entrada y registro puede ser definida como aquella resolución judicial por la que se restringe el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio con objeto de practicar la detención del imputado o asegurar el cuerpo del delito.


    Según el concepto jurisprudencial, se considera domicilio cualquier lugar donde una persona pueda desarrollar su privacidad y los actos que ésta lleva aparejados, sin que importe el concepto por el que se ocupe, que se trate de un domicilio habitual o accidental, o las características del lugar, siempre que permita aquel ejercicio de privacidad17. Así pues, son susceptibles de protección constitucional, la morada establecida en un piso o casa, en una chabola, en una tienda de campaña, la habitación de un hotel, la autocaravana y la caravana, los camarotes de los barcos y de los trenes, los despachos y oficinas profesionales, siempre que no estén abiertos al público, etc. Por el contrario, los lugares abiertos al público y que no sean de ejercicio de la vida privada, como bares, restaurantes, librerías, talleres, almacenes y trasteros y garajes, no son considerados como domicilio.


    El desarrollo de este derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio es objeto de desarrollo en la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim.) Título VIII, artículos 545 a 588. Son estos preceptos los encargados de disciplinar los casos y forma en los que los Jueces de Instrucción (y excepcionalmente la policía judicial en caso de flagrante delito) pueden restringir este derecho fundamental, perteneciente al derecho a la intimidad reconocido por el art 18.1 CE. Por diligencia común de entrada se entiende la resolución judicial por la que se restringe el derecho fundamental a la “inviolabilidad del domicilio” (Gimeno Sendra, V, 2007). Ahora bien, la resolución judicial y el procedimiento para obtener la autorización de entrada y registro prevista en la LECrim integra dos diferentes, aunque instrumentales, actos procesales: a) la entrada, y b) el registro.


    a) LA ENTRADA: Se entiende por “entrada” toda resolución judicial por la que se limita el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio que recoge el art 18.2 CE para la consecución de fines o intereses constitucionalmente protegidos. Se trata de un acto que, por imperativo constitucional (art 18.2 CE) y de sus normas integradoras (art 12 Declaración Universal de Derechos del Hombre, 17 PIDCP y 8 CEDH) está sometido al principio de “exclusividad jurisdiccional”, sin que pueda la Administración, a través de la autotutela autorizar, en principio, la limitación de este constitucional derecho. Por lo tanto, la competencia exclusiva la ostentará el Juez de Instrucción competente, sin perjuicio de que, en determinados supuestos taxativos y excepcionales, pueda la policía judicial restringir el goce pacífico de este derecho (Gimeno Sendra, V, y... 2007), siendo su objeto material cualquier lugar cerrado en el que se ejercita o pueda resultar afectado el derecho a la intimidad, a la vida familiar o a la privacidad de la persona. Al incidir en el ámbito de un derecho fundamental, la diligencia de entrada ha de estar sometida al principio de proporcionalidad y su adopción ha de revestir carácter indispensable para obtener el fin perseguido, cual es la actuación del “ius puniendi” y ha de ser necesaria u objetivamente justificada sin que exista otra alternativa menos gravosa que posibilite plenamente la consecución del fin perseguido sin lesionar el derecho a la inviolabilidad del domicilio, en cuyo caso no se justificaría la diligencia de entrada, es por ello que requiere , necesariamente, resolución judicial motivada (arts 552 y 558 LECrim)


    B) EL REGISTRO: Realizada la entrada por parte de la Autoridad judicial o de sus agentes, se ha de proceder al cumplimiento de sus fines. Este segundo cometido en la diligencia de entrada y registro integra el objeto de la diligencia y constituye fundamentalmente un acto de recogida y aseguramiento de los efectos e instrumentos del delito o de las futuras fuentes de prueba para lo cual se requiere la entrada propiamente efectiva en el domicilio y la recogida y custodia hasta el momento del juicio oral de los efectos recogidos por lo que este acto deberá revestir las notas esenciales de todo acto de prueba: la intervención de la Autoridad judicial, de un lado, y la posibilidad de contradicción, de otro (Gimeno Sendra, V., y.... 2007). De igual forma posibilita la práctica de actos investigatorios, tales como reconocimientos periciales (art 577) o declaraciones de testigos (art. 572, según el cual “se expresará en la diligencia las personas que intervengan y los incidentes ocurridos”).


     


    2.2. NATURALEZA: LA INVIOLABILIDAD DEL DOMICILIO COMO DERECHO HUMANO Y DERECHO FUNDAMENTAL. GARANTÍAS DE ORDEN CONSTITUCIONAL (ART 18.2 CE)


     


    Procesalmente, la diligencia de entrada y registro domiciliario tiene la condición de prueba preconstituida con plenos efectos en el juicio oral. Al tratarse de una actuación judicial que afecta a un derecho constitucional, como es la inviolabilidad del domicilio, la validez de la diligencia requiere la observancia de las garantías de orden constitucional, de suerte que no siendo el caso de delito flagrante o de consentimiento del interesado, la adopción de esta medida deberá acordarse en auto suficientemente motivado bajo los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad (adecuación de la investigación, insustituibilidad por otro menos grave y gravedad del delito investigado). De tal manera que la diligencia practicada con vulneración de exigencias y garantías constitucionales, determinará la nulidad radical e insubsanable de la misma y de sus resultados, es decir, del acto realizado y del acta que lo describe. Fuera de esos supuestos de inconstitucionalidad, la ejecución de la diligencia de entrada y registro y del acta levantada al efecto por el Secretario Judicial, que da fe de su desarrollo y del resultado obtenido, debe atenerse también al procedimiento legalmente establecido con la observancia y cumplimiento de las normas de legalidad ordinaria vigentes a tal efecto, y solo en estos casos, el Acta ostentará la categoría de prueba preconstituida valorable por el Tribunal sentenciador. Puede suceder, por lo tanto, que siendo constitucionalmente irreprochable la diligencia, la resolución judicial que la acuerda o la práctica ejecutiva de la misma adolezcan de deficiencias o irregularidades procesales. En estos casos el problema se circunscribe a determinar la influencia de aquéllas en la eficacia probatoria de la diligencia (STS 17 Mar. 2009).


     


    La Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2002, de 17 de enero (Sra. Casas Baamonde)18, explica el fundamento normativo del origen constitucional que tiene la inviolabilidad domiciliaria, al decir que


    <<la norma constitucional que proclama la inviolabilidad del domicilio y la interdicción de la entrada y registro domiciliario (art 18.2 CE) constituye una manifestación de la norma precedente (art. 18.1 CE) que garantiza el derecho fundamental a la intimidad personal y familiar (por todas, STC 136/2000, de 29 de mayo). De esta construcción interrelacionada resulta que la protección de la inviolabilidad domiciliaria tiene carácter instrumental respecto de la protección de la intimidad personal y familiar (STC 22/1984, de 17 de febrero, FJ5), si bien dicha instrumentalidad no empece a la autonomía que la Constitución española reconoce a ambos derechos, distanciándose así de la regulación unitaria de los mismos que contiene el art. 8.1 del Convenio europeo de derechos humanos>>.


     


    La inviolabilidad del domicilio no es un derecho fundamental absoluto pues cede ante el interés general al permitirse la vía investigadora al juez mediante la diligencia de entrada y registro practicada conforme a lo establecido en la Constitución y la Ley de Enjuiciamiento Criminal19. Teniendo en cuenta que la entrada y registro, constitucionalmente reconocido, conlleva restricciones al derecho a la inviolabilidad del domicilio , bajo la expresión de entrada y registro domiciliario se comprende el conjunto de intromisiones ocasionadas en virtud de una resolución judicial, flagrante delito o estado de necesidad que persiguen fines específicos y cuya consecución conlleva la violación del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio justificado de acuerdo al principio de proporcionalidad. La naturaleza jurídica de la diligencia de entrada y registro no es fácilmente determinable. Se trata de un instrumento procesal del que se sirve la instrucción , de naturaleza compleja porque supone la limitación del derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, no consentida y desconocida por aquéllos a quienes afecta la inviolabilidad. En este sentido, un sector de la doctrina entiende que cuando el Juez autoriza la entrada y registro, a instancia de la autoridad gubernativa, actúa como garante del derecho fundamental de la inviolabilidad domiciliaria. A esta posición doctrinal se le objeta que el mandamiento se solicita por la Policía o la Guardia Civil al Juez de Instrucción en base a noticias o sospechas de la comisión de un posible delito y que requiere una resolución motivada por el Juez , siempre que exista una causa y que la resolución sea dictada en el curso de un sumario o en diligencias previas, abiertas con anterioridad, o simultáneamente, porque el restringir el derecho fundamental de la inviolabilidad domiciliaria requiere que el Juez tenga indicios suficientes para acordar la diligencia solicitada. Además, la diligencia de entrada y registro autorizada por el Juez, implica su intervención en la investigación, y por tanto se está en investigación procesal, judicial, y no preliminar. Se trata por tanto, de una diligencia acordada dentro de un proceso de investigación policial, judicialmente autorizada que se practica por necesidades de la instrucción, bajo la tutela judicial, al considerar el Juez de Instrucción que en el caso concreto es preciso el sacrificio del derecho fundamental, y suple con su autorización el consentimiento del interesado, en cuyo caso se respeta el contenido esencial del derecho subjetivo.


    Para Morales Muñoz, E.20 no es unánime la doctrina procesalista en cuanto a la naturaleza jurídica de la diligencia de entrada y registro, las distintas opiniones se pueden reunir en dos posiciones doctrinales: la de quienes consideran que la entrada y registro es un acto o medida cautelar y la de los que entienden que es un acto de investigación que compromete un derecho fundamental. Las posturas mantenidas por la Jurisprudencia a la hora de referirse a la naturaleza de la entrada y registro se resumen en dos: las que hacen referencia al carácter procesal o policial de la misma.


    Para el Tribunal Supremo no debe olvidarse que la entrada y registro en lugar cerrado constituye una diligencia procesal que forma parte de la instrucción judicial, no policial, y por ello han de ser acordadas por el órgano jurisdiccional competente , predeterminado por la Ley ( STS de 23 junio 1992).


     


    2.3. FUNDAMENTO Y FINALIDAD


     


    El derecho a la intimidad es predicable únicamente con respecto de las personas físicas, mientras que la titularidad del derecho a la inviolabilidad del domicilio se atribuye tanto a las personas físicas como a las personas jurídicas, por lo que no se puede afirmar que, en todo caso, este último derecho fundamental esté relacionado con la intimidad; de hecho, en nuestras Constituciones históricas estaba relacionado más bien con la seguridad y libertad personales; ello no es obstáculo para que, con relación al domicilio de las personas físicas, se constante la referencia al lugar donde se desenvuelve su vida íntima21. La Sentencia del Tribunal Constitucional 10/2002, de 17 de enero (Sra. Casas Baamonde)22, explica el fundamento normativo del origen constitucional que tiene la inviolabilidad domiciliaria, al decir que <<la norma constitucional que proclama la inviolabilidad del domicilio y la interdicción de la entrada y registro domiciliario (art 18.2 CE) constituye una manifestación de la norma precedente (art 18.1 CE) que garantiza el derecho fundamental a la intimidad personal y familiar ( por todas, STC 136/200, de 29 de mayo). De esta construcción interrelacionada resulta que la protección de la inviolabilidad domiciliaria tiene carácter instrumental respecto de la protección de la intimidad personal y familiar (STC 22/1984, de 17 de febrero, F J5), si bien dicha instrumentalidad no empece a la autonomía que la Constitución española reconoce a ambos derechos, distanciándose así de la regulación unitaria de los mismos que contiene el art 8.1 del Convenio Europeo de derechos humanos (en adelante CEDH; STC 119/2001, de 24 de mayo, FJ 6). Las limitaciones de los derechos fundamentales de la persona en materia de investigación criminal corresponden al juez instructor de la causa. La investigación judicial en un Estado de Derecho en la averiguación de hechos aparentemente delictivos, al contrario de lo que pudiera parecer, no tiene apenas límites, siempre y cuando las actuaciones encaminadas a la averiguación delictiva se lleven a cabo con estricto cumplimiento del respeto a los derechos fundamentales. Estos derechos rara vez son absolutos, permitiendo al juez, siendo al mismo tiempo su garante, limitar su contenido en beneficio de un fin superior como es la investigación de un hecho delictivo que haga peligrar la convivencia social23. El art. 8 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades públicas (CEPDHLP), hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, después de afirmar el respeto a la vida privada y al domicilio, sin que pueda interferirse en ellos, desarrolla, especialmente, los supuestos en los que resulta permitida la inferencia de los poderes públicos en estos derechos y libertades, requiriendo una previa habilitación legal que permita evitar la arbitrariedad, requiriéndose, además, que la citada decisión, acordada en el cumplimiento de la más estricta legalidad, constituye una medida necesaria en una sociedad democrática para la protección de los derechos y libertades de los demás. Estas exigencias vienen dadas, también por el art 12 de la Declaración Universal de los Derechos del Hombre (DUDH) y por el art 17 del Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos de Nueva York de 1966 (PIDCP). Estos Convenios y Tratados internacionales, suscritos y ratificados por España, forman parte de nuestro ordenamiento jurídico interno, según el art 10.2 CE. Por lo que respecta al domicilio, la CE consagra su inviolabilidad y señala sus excepciones. Así, según el art 18.2 “el domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial salvo en caso de flagrante delito”.


    En Cuanto a la fundamentación de la diligencia de entrada y registro, se trata de un acto de investigación indirecto porque en sí misma considerada no tiene por objeto la determinación del hecho o la participación del autor, sino que es un medio necesario para la práctica de la detención o la realización de un registro con el objeto de recoger el cuerpo del delito. Por ello deberá estar siempre acordada por la autoridad judicial en un auto jurídicamente fundamentado. Así , el Artículo 558 dispone que “El auto de entrada y registro en el domicilio de un particular será siempre fundado, y el Juez expresará en él concretamente el edificio o lugar cerrado en que haya de verificarse, si tendrá lugar tan sólo de día y la Autoridad o funcionario que los haya de practicar.”


    El destinatario de la diligencia de entrada y registro ha de ser el interesado o persona que legítimamente le represente a tenor de lo dispuesto en los artículos 550 y ss de la LECrim y será necesario recabar el consentimiento del mismo para llevar a cabo la diligencia pues así lo establece la LECrim. El Artículo 550 establece que “ Podrá asimismo el Juez instructor ordenar en los casos indicados en el artículo 546 la entrada y registro, de día o de noche, si la urgencia lo hiciere necesario, en cualquier edificio o lugar cerrado o parte de él, que constituya domicilio de cualquier español o extranjero residente en España, pero precediendo siempre el consentimiento del interesado conforme se previene en el artículo 6 de la Constitución, o a falta de consentimiento, en virtud de auto motivado, que se notificará a la persona interesada inmediatamente, o lo más tarde dentro de las veinticuatro horas de haberse dictado.” Por su parte el Artículo 551 dice que “Se entenderá que presta su consentimiento aquel que, requerido por quien hubiere de efectuar la entrada y el registro para que los permita, ejecutar por su parte los actos necesarios que de él dependan para que puedan tener efecto, sin invocar la inviolabilidad que reconoce al domicilio el artículo 6 de la Constitución del Estado.”


    El Tribunal Constitucional en la Sentencia nº 19/2002, de 17 de enero (ponente Sra. Casas Baamonde)24, explica el fundamento normativo del origen constitucional que tiene la inviolabilidad domiciliaria, al decir que <<la norma constitucional que proclama la inviolabilidad del domicilio y la interdicción de la entrada y registro domiciliario (art 18.2 CE) constituye una manifestación de la norma precedente (art 18.1 CE) que garantiza el derecho fundamental a la intimidad personal y familiar (por todas, STC 136/200, de 29 de mayo). De esta construcción interrelacionada resulta que la protección de la inviolabilidad domiciliaria tiene carácter instrumental respecto de la protección de la intimidad personal y familiar (STC 22/1984, de 17 de febrero, F J5), si bien dicha instrumentalidad no empece a la autonomía que la Constitución española reconoce a ambos derechos, distanciándose así de la regulación comunitaria de los mismos que contiene el art. 8.1 del Convenio Europeo de Derechos Humanos25>> (STC 119/2001, de 24 de mayo , FJ 6).26


    Si el derecho a la intimidad personal y familiar que recoge el art. 18.1 CE tiene por objeto la protección de un ámbito reservado de la vida de las personas excluido del conocimiento de terceros, sean éstos poderes públicos o particulares, en contra de su voluntad (entre otras SSTC 144/1999, de 22 de julio, FJ 8; 119/2001, de 24 de mayo, F J5), el derecho a la inviolabilidad del domicilio protege un ámbito espacial determinado, el “domicilio”, por ser aquél en el que los individuos, libres de toda sujeción a los usos y convenciones sociales, ejercen su libertad más íntima, siendo objeto de protección de este derecho tanto el espacio físico en sí mismo considerado, como lo que en él hay de emanación de la persona y de su esfera privada y así lo ha reconocido el TC entre otras en STC 22/1984, de 17 de febrero, FJ 5; STC 94/1999, de 31 de mayo, F J5; y STC 119/2001, de 24 de mayo, FJ).


    La inviolabilidad del domicilio es uno de los derechos humanos fundamentales de la persona. Conforme ha señalado el Tribunal Constitucional, la protección constitucional del domicilio se concreta en dos reglas distintas. La primera define su «inviolabilidad», que constituye un auténtico derecho fundamental de la persona, establecido como garantía de que el ámbito de privacidad, dentro del espacio limitado que la propia persona elige, resulte «exento de» o «inmune a» cualquier tipo de invasión o agresión exterior de otras personas o de la autoridad pública. La segunda establece la interdicción de la entrada y el registro domiciliar, disponiéndose que, fuera de los casos de flagrante delito, sólo son constitucionalmente legítimos la entrada o el registro efectuados con consentimiento de su titular o al amparo de una resolución judicial.


    El objeto material de la diligencia de entrada y registro lo constituye un lugar cerrado en el que se ejercita o puede resultar afectado el derecho a la intimidad de la persona.


    Por ello, exige la LECrim determinadas formalidades cuando se trata de autorizar la entrada y registro en determinados lugares. Así, el Artículo 548 dice que “El Juez necesitará para la entrada y registro en el Palacio de cualquiera de los Cuerpos Colegisladores la autorización del Presidente respectivo.” De igual forma el Artículo 549 cuando se trata de autorizar la entrada y registro en los templos y demás lugares religiosos establece que “bastará pasar recado de atención a las personas a cuyo cargo estuvieren.”


    Podría decirse que nos hallamos ante una colisión de derechos fundamentales y otros intereses constitucionalmente protegidos (intimidad versus intereses en la investigación criminal), en los que sería aplicable la doctrina general de la proporcionalidad. Por tanto, la medida deberá ser proporcional e indispensable para la consecución del fin perseguido por ello la LECrim establece en su Artículo 552 que “Al practicar los registros deberán evitarse las inspecciones inútiles, procurando no perjudicar ni importunar al interesado más de lo necesario, y se adoptarán todo género de precauciones para no comprometer su reputación, respetando sus secretos si no interesaren a la instrucción”.


    Así se recoge en los artículos 12 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, el artículo 17 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (RCL 1977, 893), y el artículo 8 del Convenio Europeo de Derecho Civiles y Políticos (RCL, 1999, 1572); y, en el mismo sentido, el artículo 18.2 de la Constitución Española (RCL 1978, 2836) dice que: “El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en el caso de flagrante delito”. De dicho precepto constitucional, se desprende que en esa ausencia de anuencia del titular del domicilio, la entrada y registro sólo cabrá en los supuestos de flagrante delito, caso contenido en el artículo 553 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal (LECrim) y en aquellas ocasiones en las que una autorización judicial permita esa intrusión en el derecho fundamental. Dentro de esta última cabe la autorización en supuestos de Derecho civil y administrativo, artículo 91 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y la penal27. La entrada en el domicilio de una persona supone la intromisión realizada por los órganos jurisdiccionales en el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio consagrada en el artículo 18.2 CE que a la sazón dispone la inviolabilidad del domicilio estableciendo que ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito. La diligencia de entrada y registro tiene como finalidad lograr la detención del imputado o la aprehensión de cualquier información u objeto que por su relación con los hechos delictivos investigados, se considere de interés para la instrucción.28 Es doctrina constitucional reiterada que la medida restrictiva de derechos fundamentales sólo serán aptas como fuente de prueba en el caso de que hubiera imposibilidad material de su obtención por otros medios menos lesivos. La intromisión en cualquiera de los derechos fundamentales no puede hacerse como un recurso ordinario para la obtención de fuentes de prueba, sino como algo excepcional.29


    La protección constitucional del domicilio que contempla el artículo 18.2 CE, se concreta pues en dos reglas distintas. La primera se refiere a la protección de su”inviolabilidad” en cuanto garantía de que dicho ámbito espacial de privacidad de la persona elegido por ella misma resulte “exento de” o “inmune a” cualquier tipo de invasión o agresión exterior de otras personas o de la autoridad pública, incluidas las que puedan realizarse sin penetración física en el mismo, sino por medio de aparatos mecánicos, electrónicos u otros análogos (STC 22/1984, de 17 de febrero, F J5). La segunda, en cuanto especificación de la primera, establece la interdicción de dos de las formas posibles de injerencia en el domicilio, esto es, su entrada y registro, disponiéndose que, fuera de los casos de flagrante delito, sólo son constitucionalmente legítimos la entrada o el registro efectuados con consentimiento de su titular o resolución judicial (STC 222/1984, de 17 de febrero, FFJJ 3 y 5) de modo que la mención de las excepciones a dicha interdicción, admitidas por la Constitución, tiene carácter taxativo (SSTC 22/1984, de 17 de febrero, FJ 3; 136/2000, de 29 de mayo, FJ 3). El art 18.2 CE contempla todo un conjunto de derechos de la personalidad, de entre los que destaca, en su número primero, el “derecho a la intimidad personal y familiar”, ya que los demás párrafos del precepto se dedican a concretar este genérico derecho fundamental y así, su número segundo prevé el derecho fundamental a la inviolabilidad del domicilio, el tercero el secreto de las comunicaciones y el cuarto el derecho al “habeas data”. El bien jurídico protegido en este caso que resultará necesariamente afectado es la “inviolabilidad del domicilio”, bien protegido tanto en la legislación nacional como internacional. En la el art 18.2 de la CE “no pudiéndose efectuar entrada o registro alguno sin el consentimiento del titular o resolución judicial, salvo en los casos de flagrante delito”; en el Pacto Internacional de derechos civiles y políticos, art 17.1; en la Declaración Universal de Derechos Humanos (art 12) y en la Convención de Salvaguarda de derechos del hombre y de las libertades fundamentales (art 8.1). Para Gimeno Sendra30 de todos estos derechos fundamentales el que más se relaciona con el núcleo duro del derecho a la intimidad es el derecho a la inviolabilidad del domicilio, cuya limitación queda sometida al principio de reserva o de exclusividad jurisdiccional, ya que, de conformidad con el tenor literal del precepto, y excepción hecha del supuesto de flagrante delito sólo puede ser restringido su ejercicio mediante “resolución judicial”. El art 18.2 CE lleva a cabo una rigurosa protección de la inviolabilidad del domicilio, al establecer tres presupuestos taxativos en que procederá la entrada y registro del domicilio: la existencia de consentimiento del titular, la presencia de flagrante delito o la resolución judicial. De este modo, nuestra Constitución, a diferencia de otras, agota en su propio texto, sin remitirse a leyes de desarrollo, las excepciones a la vigencia del derecho y, además, no concibe otra autorización distinta a la judicial, aun en el caso de emergencia, lo que revela la íntima relación entre el derecho a la inviolabilidad del domicilio y el concerniente a la intimidad personal y familiar del apartado 1, es decir, la posible colisión de intereses constitucionales y la decisión sobre su preferencia debe ser resuelta preventivamente por el Juez.31Se puede considerar que el contenido de este derecho fundamental es fundamentalmente negativo, al garantizar, ante todo, la facultad del titular de excluir a otros de ese ámbito espacial, reservado, de impedir o prohibir la entrada o la permanencia en él de cualquier persona y, específicamente, de la autoridad pública para la práctica de un registro. Y todo ello porque el objeto de protección de la inviolabilidad domiciliaria no es solo un espacio físico, en sí mismo considerado, sino lo que hay en él de emanación de la persona, por tratarse de una protección de carácter instrumental, que defiende los ámbitos en que se desarrolla su vida privada. De ahí la estrecha conexión que se ha establecido entre la inviolabilidad del domicilio y el derecho a la intimidad (FIGUEROA NAVARRO). Por su parte, el art 545 LECrim dispone que «nadie podrá entrar en el domicilio de un español o extranjero residente en España sin su consentimiento, excepto en los casos y en la forma expresamente previsto en las leyes». Como medio de garantizar este derecho fundamental, el Código Penal otorga protección al domicilio sancionando, separadamente, los ataques o violaciones cometidos contra aquél por los funcionarios públicos en el ejercicio de su cargo tal y así lo recoge el art 204 en el que dispone que “La autoridad o funcionario público que, fuera de los casos permitidos por la Ley y sin mediar causa legal por delito, cometiere cualquiera de los hechos descritos en los dos artículos anteriores, será castigado con la pena prevista respectivamente en los mismos...” . De igual forma castiga el Código Penal a los funcionarios públicos por delitos cometidos por ellos contra la inviolabilidad domiciliaria y demás garantías de la intimidad en los artículos 534 a 536 y los realizados por los particulares, a través del delito de allanamiento de morada en el artículo 202.


     


    2.4. REQUISITOS


     


    Al tratarse de una actuación judicial que afecta a un derecho constitucional como es la inviolabilidad del domicilio, la validez de la diligencia requiere la observancia de las garantías de orden constitucional, de suerte que no siendo el caso de delito flagrante o de consentimiento del interesado, la adopción de esta medida deberá acordarse en auto suficientemente motivado bajo los principios de idoneidad, necesidad y proporcionalidad (adecuación de la investigación, insustituibilidad por otro menos grave y gravedad del delito investigado). De tal manera que la diligencia practicada con vulneración de exigencias y garantías constitucionales, determinará la nulidad radical e insubsanable de la misma y de sus resultados, es decir, del acto realizado y del acta que lo describe. Fuera de esos supuestos de inconstitucionalidad, la ejecución de la diligencia de entrada y registro y del acta levantada al efecto por el Secretario Judicial, que da fe de su desarrollo y del resultado obtenido, debe atenerse también al procedimiento legalmente establecido con la observancia y cumplimiento de las normas de legalidad ordinaria vigentes a tal efecto, y sólo en estos casos, el Acta ostentará la categoría de prueba preconstituida valorable por el Tribunal sentenciador. Puede suceder, por lo tanto, que siendo constitucionalmente irreprochable la diligencia, la resolución judicial que la acuerda o la práctica ejecutiva de la misma adolezcan de deficiencias o irregularidades procesales. En estos casos el problema se circunscribe a determinar la influencia de aquéllas en la eficacia probatoria de la diligencia (STS 17 Mar. 2009).
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